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El turismo terrestre en la Antártida

El turismo terrestre en la Antártida

En la Reunión de Expertos del Tratado Antártico (RETA) sobre Turismo y Actividades no Gubernamentales en la Antártida, celebrada en Tromsø del 23 al 25 de marzo de 2004 en respuesta a la Decisión 5 de la XXVI RCTA, Nueva Zelandia puso en marcha un debate sobre el turismo terrestre en la Antártida. En el documento 7 que presentó en dicha reunión, Nueva Zelandia formuló comentarios sobre los problemas de jurisdicción que el turismo terrestre podría suscitar, así como la posibilidad de que intereses privados reclamen derechos de propiedad y usufructo, con el consiguiente riesgo de perturbación del Sistema del Tratado Antártico (STA).

En Tromsø se expresaron otras preocupaciones relacionadas con el turismo terrestre en la Antártida, en particular la construcción de estructuras permanentes o semipermanentes para promover o facilitar el turismo. Se señaló que el Protocolo sobre Protección del Medio Ambiente, donde se designa la Antártida como “reserva natural”, y sus principios medioambientales, que incluyen la obligación de proteger los valores silvestres, permiten hacer una distinción entre el turismo y las actividades científicas. Se afirmó que se debería dar prioridad a la ciencia y que eso debería reflejarse en los procesos jurídicos de los Estados Partes. Algunos propusieron que, en la Antártida, se permitan únicamente las actividades no científicas que no tengan más que un impacto mínimo o transitorio. Una Parte señaló que todos los permisos que emite tienen un período de validez limitado y, por consiguiente, la construcción de instalaciones permanentes para el turismo es incompatible con su legislación.

El debate continuó en el Grupo de Trabajo sobre Turismo de la XXVII RCTA en Ciudad del Cabo. Se reiteraron las preocupaciones por la protección de los valores silvestres y la congruencia con la designación de la Antártida como reserva natural, así como las cuestiones de jurisdicción. Se recalcó la importancia de establecer disposiciones generales antes que el turismo terrestre se convierta en un problema importante. La Asociación Internacional de Operadores Turísticos en la Antártida (IAATO) señaló que había cambiado sus estatutos a fin de que sus miembros se adhirieran al principio de que sus actividades no tuvieran más que un impacto mínimo o transitorio en el medio ambiente antártico. Se convino en tratar el asunto más a fondo en la XXVIII RCTA, en Estocolmo, y se invitó a las Partes a preparar documentos sobre el tema.

El turismo terrestre en la Antártida todavía se encuentra en estado embrionario. Según el resumen de la IAATO sobre el turismo marítimo, aéreo y terrestre en 2003-2004, durante ese período viajaron a la Antártida alrededor de 27.500 pasajeros, de los cuales un poco más de 400 correspondían a la categoría de turismo terrestre.

No obstante, en general el turismo en la Antártida se ha ampliado rápidamente en los últimos años. Por ejemplo, en 1999 llegaron casi 10.000 turistas en buques, pero en 2004 la cifra fue superior a 24.000. Además, el turismo está diversificándose y el turismo terrestre bien podría desarrollarse con rapidez. En particular, la popularidad creciente de las operaciones de vuelos y cruceros combinados podría estimular la presentación de propuestas de desarrollo de infraestructura para el servicio de aeronaves y el alojamiento de pasajeros en la zona del Tratado Antártico.

El turismo constituye actualmente una actividad importante en la zona del Tratado Antártico y, en general, no está bajo el control directo de los gobiernos. En la RETA de Tromsø hubo acuerdo sobre la necesidad de examinar más a fondo la cuestión de un marco normativo para el turismo y las actividades no gubernamentales en la Antártida. Asimismo, aunque se comprende el mérito de la existencia de una asociación fuerte del sector que vela para que sus miembros se ciñan a normas estrictas, se recalcó que el establecimiento de una base normativa para el sector es una responsabilidad primordial de los Estados Partes.

Nueva Zelandia sigue preocupada por la posibilidad de que el turismo terrestre haga peligrar el modus vivendi alcanzado con el Tratado Antártico, especialmente al suscitar cuestiones relativas a la jurisdicción. En el artículo VIII del Tratado se establece el requisito de que las Partes realicen consultas sobre cualquier controversia relativa a la jurisdicción con el propósito de llegar a una solución mutuamente aceptable. Afortunadamente, esta disposición parece haberse invocado pocas veces, principalmente porque las personas que están en la Antártida son, en su mayoría, científicos y personal auxiliar subordinados al control y la disciplina de los comandantes de las bases o los jefes de expediciones oficiales. Esta situación podría cambiar con bastante rapidez como consecuencia de la construcción de instalaciones para el turismo terrestre. Además, las cuestiones relativas a los derechos de propiedad y usufructo emanadas del turismo terrestre también podrían constituir una dura prueba para el Sistema del Tratado Antártico. No obstante, a esta altura Nueva Zelandia considera que las principales preocupaciones de las partes están relacionadas con las consecuencias ambientales del turismo terrestre.

Las propuestas relativas al desarrollo de infraestructura permanente o semipermanente para promover o facilitar el turismo, como hoteles o terminales de compañías de aviación, probablemente tengan un impacto más que mínimo o transitorio en el medio ambiente antártico. Por lo tanto, dichas propuestas deben ser objeto de una evaluación medioambiental global (CEE). Toda decisión acerca de si la actividad puede realizarse tendría que basarse en la CEE y en “otras consideraciones pertinentes” (Anexo 1 al Protocolo, artículo 4).

Nueva Zelandia considera que en el Protocolo y sus “principios medioambientales” (artículo 3) se establece una clara jerarquía de valores que debe servir de base para evaluar las actividades propuestas. En el Protocolo se designa la Antártida como “reserva natural, consagrada a la paz y a la ciencia”. Los principios medioambientales establecen que el “valor intrínseco” de la Antártida, incluidos sus “valores de vida silvestre y estéticos y su valor como área para la realización de investigaciones científicas, en especial las esenciales para la comprensión del medio ambiente global, deberán ser consideraciones fundamentales para la planificación y realización de todas las actividades que se desarrollen en el área del Tratado Antártico”.

Con la designación de la Antártida como “reserva natural” y las instrucciones para que se protegieran sus “valores de vida silvestre”, es evidente que los Estados Partes deseaban preservar el continente en la medida de lo posible como área silvestre deshabitada. La construcción de estructuras permanentes o semipermanentes para alojar a numerosas personas que fuesen a la Antártida principalmente en viaje de placer o de aventura probablemente infringiría esos valores.

Mediante la Resolución 1 (1999) aprobada en la XXIII RCTA, que tuvo lugar en Lima, se adoptaron los “Lineamientos para las evaluaciones del impacto ambiental (EIA) en la Antártida”. Estas directrices incluyen “el reconocimiento del status especial que el STA otorga a la Antártida, incluida su condición de reserva natural dedicada a la paz y a la ciencia” y señalan que las actividades científicas tienen “importancia intrínseca como un valor de especial protección en la Antártida” (párrafo 3.2). 

De las discusiones de la RETA y la XXVII RCTA se desprende que muchas Partes consideran que el desarrollo de infraestructura permanente o semipermanente para promover o facilitar el turismo en la Antártida es incompatible con la índole de “reserva natural” de la Antártida y con la protección de sus “valores de vida silvestre y estéticos y su valor como área para la realización de investigaciones científicas”. Nueva Zelandia opina que sería muy oportuno adoptar un instrumento adicional a fin de garantizar que la Antártida quede, en principio y en la práctica, vedada a tal tipo de desarrollo.
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